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El año 1998 se abrió con un triple anuncio de las cifras relacionadas con la inmigración extracomunitaria 
en España. Por un lado se conocían las cifras oficiales, proporcionadas por la Comisión Inter­
depar tamental de Extranjería y correspondientes a 1997, que cifraban en 609.813 el número de 
residentes extranjeros, 70.829 más que el año anterior. El principal colectivo extranjero en España sigue 
siendo el marroquí, que experimenta un importante aumento con respecto al año 1996.
En segundo lugar, también se hicieron públicos los datos que anunciaban el descenso en los últimos años 
del número de solicitantes de asilo en España. Si desde finales del decenio anterior se había ido observando 
un creciente aumento de la demanda de asilo, esta progresión se vio truncada a par tir de 1993, cuando 
comienzan a descender tanto las demandas como el número de concesiones. Mientras en 1993 se habían 
presentado 12.615 solicitudes, siendo reconocidas 1.287 de ellas (un 10,2%), en 1996, de las 4.730 tan sólo 
fueron aceptadas 243, lo que representa tan sólo un 5,1% del total. Diferentes entidades (Amnistía 
Internacional, la Comisión Española de Ayuda al Refugiado, la Comisión Católica de Migración, el Comité de 
Defensa de los Refugiados, Asilados e Inmigrantes en España y la Federación de Organizaciones de 
Refugiados y Asilados en España) han denunciado a lo largo del año que la legislación, cada vez más 
restrictiva en esta materia, impide proporcionar una adecuada protección a los derechos de los refugiados.
Por último, los medios de comunicación se hicieron eco de la estimación de la inmigración ilegal que 
pretende cruzar la frontera española. En 1997 fueron detenidas 7.438 personas que intentaban cruzar la 
frontera por el estrecho de Gibraltar, lo que eleva la cifra a 20.349 detenciones desde 1995. En el primer 
semestre del año, 6.849 personas fueron detenidas por querer entrar en España irregularmente, 2.807 
de ellas al intentar cruzar el Estrecho. La gran mayoría de ellas eran originarias de Marruecos, por lo que 
se confirma que este país sigue siendo el principal emisor de inmigración hacia España. A finales de julio, 
el semanario marroquí Le Journal anunciaba que el 72% de la población marroquí desea emigrar al 
extranjero, porcentaje que llega al 89% en la población menor de treinta años.
Los escasos 14 kilómetros que separan en línea recta Marruecos de las costas andaluzas animan año tras año 
un flujo clandestino cuyos resultados trágicos acostumbran a ser reflejados por los medios de comu nicación. 
La dificultad para establecer cualquier tipo de estimación de aquellos que no consiguen su objetivo y que 
perecen durante la travesía, no impide que diversas voces ­como la del defensor del pueblo andaluz, José 
Chamizo­ hablen de unas mil personas que perecen anualmente en su intento por llegar a Europa.
A lo largo de este año los medios de comunicación han convencido a la opinión pública española de la 
existencia de redes que introducen ilegalmente a estas personas. El accidente de Campmany (Girona), 
en marzo de 1997, en el que murieron 11 marroquíes que viajaban clandestinamente en un camión de 
gran tonelaje, sirvió no sólo para revelar este tráfico, sino para mostrar que España seguía siendo un país 
de paso para muchas personas que aspiran, como ya lo hicieron los primeros inmigrantes marroquíes en 
los años 60 y 70, a llegar a otro destino europeo. La sentencia absolutoria de mayo de 1998 hacia los 
responsables de esta red, mostró también el vacío legal existente en este tema, y despertó la indignación 
y repulsa de par tidos políticos, ONG y otras asociaciones cívicas.
Dos datos ilustran la ambivalencia y ambigüedad con que la sociedad española afronta la presencia 
inmigrante, por un lado, la encuesta escolar elaborada por el profesor Calvo Buezas entre 6.000 escolares 
de las 17 Comunidades Autónomas españolas, hecha pública en febrero; y por otro, la encuesta elaborada 
por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales sobre las actitudes frente a la inmigración, presentada en 
septiembre de 1998. La primera de ellas concluía que un 10% de los encuestados se reconocía como 
racista e intolerante, e indicaba que la mayoría de escolares (un 65%) tiene una percepción equivocada 
de la realidad migratoria en España al considerar que ésta es igual o superior a la del resto de países 
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europeos. Asimismo, un 64,7% cree que hay que impedir que entren más trabajadores, lo que está 
justificado por más de la mitad de los encuestados (51,5%), que creen que los inmigrantes quitan el 
trabajo a los españoles. Por el contrario, la segunda encuesta concluye que los españoles son cada vez 
menos racistas aunque haya más inmigrantes, indicando que, con respecto a años anteriores, se aprecia 
una evolución ligeramente favorable en estas actitudes entre la población española.
El grupo parlamentario de Convergència i Unió presentó en marzo en la mesa del Congreso un proyecto 
de ley orgánica de protección e integración de los inmigrantes, que supone una profunda reforma del 
ordenamiento actual. Si bien fue Izquierda Unida la primera formación política que ya había presentado en 
febrero una doble propuesta, tanto de reforma de determinados aspectos de la Ley de Extranjería, como a 
favor del reconocimiento del derecho de sufragio para los ciudadanos extranjeros, el texto de CiU se 
constituye como el principal texto de referencia para la discusión de la reforma del ar ticulado de 
extranjería vigente en España. El 16 de junio el Congreso de los Diputados aprobó el proceso de reforma 
de la Ley de Extranjería, con las propuestas iniciales de CiU, IU y Grupo Mixto. Con ello se abre un 
proceso de revisión y comentario por par te de los otros grupos políticos, que presentan sus enmiendas a 
la propuesta de CiU a lo largo de este año (véase tabla).
También en marzo, se conoce el aumento de casi el 14% en el contingente para 1998 de autorizaciones 
para el empleo de trabajadores extranjeros (lo que se conoce popularmente como “cupos”) con 
respecto al año anterior. Se pasa de 24.690 a 28.000, la mayoría de ellos (16.836) corresponde al sector 
servicios, unos 9.000 para el sector agrícola y ganadero y el resto a otros sectores. A finales de junio, 
fecha tope para su solicitud, se tramitaron en el Ministerio de Asuntos Sociales un total de 66.000 
permisos, más del doble de las plazas ofer tadas. 
No obstante, las informaciones sobre inmigración siguen viniendo de las fronteras. En junio, como primer 
episodio de lo que será un trágico verano, se producen violentos incidentes en Melilla cuando un grupo de 
subsaharianos pretendía cruzar la frontera por la fuerza. Las fuerzas de seguridad se vieron obligadas a 
utilizar materiales antidisturbios para reducirles y conducirles de nuevo a territorio marroquí. A finales de 
este mes se inicia la operación Paso del Estrecho, en la que se estima que 1.750.000 personas, provenientes 
de otros países europeos, cruzaron el Estrecho, entre el primero de julio y el 15 de septiembre. 
Las páginas de los medios de comunicación se llenaron durante los tres meses estivales de noticias 
referidas a naufragios y pateras interceptadas por la Guardia Civil, pero, sin lugar a dudas, el suceso que 
desper tó la polémica más encendida fue la muer te de 38 personas acaecido en los l ímites 
jurisdiccionales de Marruecos y que fue conocido un mes más tarde. Los par tidos políticos de la 
oposición, así como diferentes entidades ciudadanas, acusaron a las autoridades españolas de pasividad 
ante esta tragedia y denunciaron la existencia de un pacto de silencio entre Madrid y Rabat. La respuesta 
de los responsables de Interior fue que el Gobierno marroquí no pidió ayuda a las autoridades 
españolas, ante un caso que se planteaba como un asunto interior del país vecino. La presión generada 
por este caso sirvió para que después de la visita del ministro del Interior español, Jaime Mayor Oreja, a 
su homólogo marroquí, Driss Basri, las fuerzas de seguridad marroquíes ejercieran una mayor presión 
sobre el flujo clandestino de inmigrantes, lo que se tradujo por primera vez en la interceptación de una 
patera por par te de una patrullera de Marruecos.
En este contexto de sucesivas detenciones, tanto en la frontera con Marruecos, como con Francia, 
descubriendo a extranjeros indocumentados viajando en camiones de gran tonelaje, diferentes ONG espa­
ñolas reclamaron en agosto, la creación de un Ministerio de Migraciones en España, que aglutinase diferentes 
competencias para canalizar los flujos migratorios, así como para abordar las cuestiones relacionadas con la 
integración de estos colectivos en la sociedad española. En contraste con todas estas noticias negativas, 
vecinos, empresarios y diversos colectivos de la localidad murciana de Totana, iniciaron una serie de acciones 
para protestar por los procedimientos de expulsión iniciados contra jornaleros ecuatorianos. 
El período estival se cerró con una doble declaración institucional. La primera, por par te del delegado 
del Gobierno en Melilla, Enrique Beamud, que anunció que a finales de año finalizaría los trabajos para 
construir un doble muro que impermeabilizará la frontera en Melilla, que cuentan con un presupuesto 
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de mil millones de pesetas. La segunda, realizada por Manuel Pimentel, entonces secretario general de 
Empleo, que argumentaba que si se mantiene el ritmo de crecimiento económico y de desempleo en 
España, aumentará la demanda de mano de obra extranjera.
En Cataluña, el inicio del nuevo curso escolar reabre de nuevo la polémica sobre la presencia de niños de 
origen inmigrante en las escuelas. En julio de este año, el conseller de Enseñanza de la Generalitat, xavier 
Hernández, se opuso a la propuesta que meses atrás había realizado el síndic de greuges, Anton Cañellas, 
para favorecer la distribución de este alumnado y evitar su concentración. La declaración del conseller fue 
refrendada por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que desestimaba el recurso planteado por 
asociaciones de padres de Girona para lograr una distribución equitativa de los alumnos con necesidades 
especiales. La oposición al Gobierno catalán y los sindicatos mayoritarios en el sector educativo, plantean 
la necesidad de abordar esta cuestión, que incluso ha llegado a ser debatida en el Parlamento catalán.
A finales de septiembre de 1998 sale a la luz la existencia de grupos de menores marroquíes que 
malviven en las calles de ciudades como Barcelona o Santa Coloma de Gramanet. El tema se revela tras 
la denuncia presentada por un ciudadano marroquí que acusa a la Guardia Urbana barcelonesa de 
agresión, cuando intentaba defender a uno de estos menores. La presencia de estos menores, de la que 
tenía constancia desde febrero la Dirección General de Atención a la Infancia de la Generalitat de 
Catalunya, abría un impor tante vacío legal ante una nueva realidad que apenas comenzaba a ser 
reconocida. El caso de Barcelona hizo aflorar la situación de estos menores en otras poblaciones 
españolas como Madrid o Ceuta. La coordinación entre las diferentes administraciones implicadas se ha 
concretado en una serie de medidas, que buscan la reforma legal para superar este vacío, así como el 
desarrollo de programas de atención, que cuentan con la colaboración de diferentes entidades sociales, 
entre ellas una ONG de Casablanca, Bayti, que cuenta con una dilatada experiencia en la educación e 
integración social de estos menores en su país de origen.
Durante el mes de noviembre, las diferentes enmiendas presentadas por las fuerzas políticas en el 
Parlamento español pasan el trámite de su aprobación, y se entra en la fase de informe de la ponencia, 
que será encargada de elaborar la nueva Ley de Extranjería. A pesar de que las previsiones más 
optimistas consideraban que a par tir de marzo de 1999 se podría contar con el nuevo ar ticulado, todo 
parece indicar que el procedimiento de discusión se alargará hasta el final de la legislatura o tras la 
constitución del nuevo Ejecutivo después de las elecciones legislativas. Todo ello teniendo presente que 
a nivel de la Unión Europea se está elaborando una propuesta que pretende establecer una única 
legislación comunitaria en las normas de admisión de nacionales de terceros países en los Estados 
miembros, por lo que algunos aspectos de este nuevo ordenamiento nacional quedarán sujetos a lo que 
se proponga a nivel europeo.
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IzquIerda unIda 
Admitida a trámite: 10.3.98
Fase de Informe de la Ponencia: 6.11.98
Ciu 
Admitida a trámite: 10.3.98 
Fase de Informe de la Ponencia: 6.11.98
Grupo MIxto 
Admitida a trámite: 10.3.98
Fase de Informe de la Ponencia: 6.11.98
pSoe 
Enmienda a la totalidad de la propuesta 
de CiU presentada el 6.11.98
partIdo popular 
Enmiendas a la propuesta de CiU 
presentadas el 6.11.98
dereChoS y lIbertadeS
Supresión de algunas limitaciones de las libertades 
públicas del anterior ordenamiento. 
Se propone el acceso de los extranjeros con residencia 
permanen te a la oferta pública de empleo para la 
Administración Pública.
Reconocimiento de derechos sociales (asistencia social y 
protección de la salud).
Legalidad como criterio de reconocimiento de derechos 
y no por su régimen de estancia o residencia. 
Reconocimiento de los derechos inherentes a las 
personas en igualdad de condiciones que los españoles.
Garantía del derecho a la educación y la asistencia 
sanitaria a los menores de edad, así como a la 
asistencia de urgencia y la asistencia jurídica limitada a 
los adultos noregulares.
Medidas para la integración de los extranjeros regulares: 
reagrupación familiar, residencia permanente, educación, 
asistencia jurídica, prestaciones sanidad y seguridad social, 
derechos sociolaborales y ayudas en materia de vivienda.
Supresión de todas las limitaciones de los derechos 
fundamentales y equiparación con los de los nacionales, 
salvo la libertad de circulación y de libre elección de 
residencia de la que gozan los extranjeros en situación 
de legalidad. Reconocimiento de los derechos sociales a 
los extranjeros independientemente de su situación de 
legalidad.
Se propone el acceso de los extranjeros con residencia 
permanente a la oferta pública de empleo para la 
Administración Pública.
Amplia regulación de derechos, para muchos se requiere 
la residencia legal y en otros casos se remite a las 
leyes que los regulan.
Se prevé la elección democrática de representantes de 
los residentes legales sin derecho a sufragio.
Matiz más restrictivo que los términos del texto original, 
especialmente en el terreno de los derechos sociales, 
remitiéndose a la legislación vigente en este sector que 
mantiene la discriminación con los nacionales.
Se prevé la aplicación de medidas cautelares a los 
indocumentados, así como la restricción de los derechos 
de libre circulación y elección de residencia de los 
extranjeros para aquellos que se encuentren legalmente 
en el país. 
réGIMen de entrada y reSIdenCIa
Residencia permanente que se obtiene por residen-
cia prolongada (seis años) o por lazos familiares.
Reconocimiento más generoso del derecho a la 
reagrupación familiar.
Supresión de la necesidad de acreditar medios 
econó micos para entrar en España y estableci-
miento de garantías en caso de denegación de la 
entrada o del visado.
Cambio de la calificación de la entrada que no 
cumpla los requisitos legales, de ilegal a irregular.
Garantías en el procedimiento de concesión de 
visados.
Residencia permanente que se obtiene por residencia 
ininterrumpida de seis años.
Condiciones más generosas para la reagrupación. 
Residencia permanente que se obtiene por residencia 
continuada de cuatro años o seis no consecutivos en 
los últimos diez años.
Reconocimiento más generoso del derecho a la 
reagrupación familiar.
Supresión de la necesidad de acreditar medios 
econó micos para entrar en España y la motivación 
de las resoluciones que denieguen la entrada o el 
visado.
Residencia permanente que se obtiene por resi - 
den cia ininterrumpida de cinco años.
Se mantiene la no necesidad de motivación de la 
denegación de visado.
Obtención de la residencia permanente después de 
seis años de estancia ininterrumpida, pero se 
prevén causas de pérdida de la misma.
Regulación de la reagrupación familiar en base al 
ordenamiento anterior.
ProPuesta de reforma legislativa en materia de extranjerÍa
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trabajo y eStableCIMIento
Supresión del límite de duración de los permisos 
de trabajo de cinco años y de la limitación 
geográfica o para una empresa de tales permisos.
Enumeración de supuestos de preferencia para la 
concesión de estos permisos de trabajo, 
independientemente de la situación general de 
empleo.
Permisos de trabajo permanentes. Concesión de 
permisos sin tener presente la situación nacional 
de empleo a aquellos que tengan derecho a la 
reagrupación familiar.
Garantía de que la denegación del permiso de 
trabajo acredite la existencia de demandantes de 
empleo españoles para la misma actividad y zona 
geográfica.
Renovación automática de los permisos de trabajo 
si el contrato se ha prolongado, si el trabajador 
goza de prestación por desempleo o si es 
beneficiario de una prestación asistencial.
Supresión del permiso de trabajo, siendo suficiente 
para trabajar el permiso de residencia cuya 
concesión no tendrá presente la situación nacional 
de empleo.
Introducción del permiso de estancia para la 
búsqueda de empleo, con la fijación de 
contingentes anuales específicos.
Regularización individual por arraigo de dos años 
o por motivos humanitarios.
Se propone que la inexistencia del permiso de traba jo 
no determine la nulidad del contrato de trabajo.
Se amplían los supuestos de exceptuación de la 
necesidad de permiso de trabajo y se reconocen 
preferencias en las que no se reconozca la 
situación nacional de empleo.
Enmiendas tendentes a mantener los términos de 
la regulación actual de los permisos de trabajo. 
Queda indeterminada la cuestión de la renovación 
de los permisos de trabajo.
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SISteMa SanCIonador y GarantÍaS
Reducción de los supuestos de expulsión, 
desaparición del internamiento y supresión de las 
referencias a la expulsión de los condenados 
penalmente y los encartados en un procedimiento 
penal por delitos menos graves. Reducción de los 
supuestos de devolución sin expediente de 
expulsión.
Reducción de los supuestos de expulsión, 
especialmente en caso de arraigo o circunstancias 
familiares.
Reducción de los casos de internamiento y mayores 
garantías jurídicas para el mismo.
Reducción de los supuestos de expulsión y 
desaparición del internamiento.
Se mantiene la gradación severa de las infracciones y 
sanciones. Se contempla la adopción de medidas 
cautelares en los procedimientos de expulsión, aparte 
del internamiento que es regulado con mayores 
garantías.
Mayor severidad en el trato a los extranjeros, con 
más infracciones, como por ejemplo, carecer de 
medios lícitos de vida o desarrollar actividades 
ilegales. Se mantienen los supuestos de expulsión 
del reglamento original, se introduce la expulsión 
de los solicitantes de asilo que han visto denegada 
su petición, y se prevé el “indulto” del extranjero 
que colabore con las autoridades para el 
desmante lamiento de las redes de tráfico ilegal de 
inmigrantes.
aCtuaCIÓn de laS adM. pÚblICaS
Creación de un Consejo Superior de Política 
de Inmigración. Fijación de la política de 
contingentes. Elaboración de planes de 
actuación de la Inspección de Trabajo.
Apoyo de los poderes públicos a las ONG.
Reconocimiento de la función del Foro para la 
Inmigración y el Observatorio permanente. Se 
diseña toda la organización administrativa en 
esta materia, y se prevé la creación de un 
Fondo Nacional para la integración social de los 
inmigrantes.
Consideración de Consejo Superior de la 
Inmigración como consejo meramente 
consultivo. Se mantiene la política de 
contingentes y de los planes de actuación de 
la Inspección de Trabajo.
Fuente: José Mª. Ruiz de Huidobro, 
“Notas sobre el proceso de reforma legislativa en materia de 
extranjería e inmigración”, Migraciones, nº 4, 1998.
Elaboración : Fundació CIDOB
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distribuciÓn de residentes 
extranjeros Por comunidades 
autÓnomas (1997)
GALICIA
19.241
ASTURIAS
7.483
CANTABRIA
3.469
CASTILLA y LEÓN
17.422
ExTREMADURA
7.266 CASTILLA ­ LA MANCHA
9.347
MADRID
115.983
ANDALUCÍA
83.943
CEUTA
903
MELILLA
594
MURCIA
9.643
BALEARES
32.051
CANARIAS
58.890
COMUNIDAD 
vALENCIANA
64.821
ARAGÓN
9.747
CATALUñA
124.550
PAÍS 
vASCO
15.647
NAvARRA
4.850
LA RIOJA
2.530
NO CONSTA
21.433
Fuente: 
Anuario estadístico, 
Madrid: Comisión 
Interdepar tamental 
de Extranjería, 1997.
Elaboración: 
Fundació CIDOB
residentes extranjeros segÚn nacionalidad 
y com. autÓnoma de residencia (1997)
 Unión Europa Resto de  Latino- Resto de  Norte  Resto  Asia Oceanía Apá-
 Europea del Este Europa américa América de África África   tridas
ANDALUCÍA 44.004 1.177 1.670 6.895 2.745 17.596 21.339 5.572 167 374
ARAGÓN 2.325 428 55 1.876 350 2.395 3.944 756 6 7
ASTURIAS 3.639 848 32 1.865 327 257 451 271 16 34
BALEARES 23.056 499 726 2.779 510 2.730 3.121 1.254 60 46
CANARIAS 38.425 840 1.582 7.569 565 2.871 3.900 5.905 38 66
CANTABRIA 1.279 137 27 1.227 210 166 274 301 13 1
CASTILLA­LA MANCHA 1.851 502 45 2.093 164 3.621 3.890 783 10 9
CASTILLA y LEÓN 8.803 729 86 3.276 424 1.343 2.763 1.285 18 38
CATALUñA 32.363 2.245 1.864 24.462 2.104 40.740 48.550 12.729 181 52
COM. vALENCIANA 40.750 1.580 3.779 5.682 1.050 7.527 8.732 3.112 83 53
ExTREMADURA 2.171 127 29 659 90 3.742 3.868 320 0 2
GALICIA 10.605 349 193 5.235 725 1.026 1.589 499 31 15
MADRID 26.988 6.305 819 40.309 4.255 19.409 23.363 13.556 172 216
MURCIA 2.485 131 82 816 110 5.368 5.669 340 3 7
NAvARRA 2.212 123 15 1.114 125 850 1.009 244 8 0
PAÍS vASCO 7.658 592 87 3.139 792 1.831 2.354 953 65 7
LA RIOJA  585 50 9 453 23 1.015 1.164 241 0 5
CEUTA 55 1 8 21 14 653 670 133 0 1
MELILLA 45 1 1 14 4 335 516 10 0 3
NO CONSTA 11.300 254 458 2.580 308 4.835 5.650 846 17 20
total  260.599 16.918 11.567 112.064 14.895 118.310 142.816 49.110 888 956
Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepar tamental de Extranjería, 1997     Elaboración: Fundació CIDOB
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evoluciÓn del nÚmero de residentes extranjeros en esPaña y cataluña (1970-1997)
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1. Ley de Extranjería (1985)
2. Proceso de regulación (1991)
3. Inicio político de contingentes anuales (1993)
4. Plan de integración social de los Inmigrantes (1994)
5. Reforma reglamento de extranjería (1996)
Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepar tamental de Extranjería, 1997     Elaboración: Fundació CIDOB
70 71 72 73 74 75 76 77 78
evoluciÓn de los PrinciPales colectivos de inmigrantes econÓmicos en esPaña (1993-
1997)
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Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepar tamental de Extranjería, 1997     Elaboración: Fundació CIDOB
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